
 

San Salvador de Jujuy, 26 de enero del 2021 

COMUNICADO 

  Quienes integramos la Comisión Directiva del Colegio de Graduados en 

Antropología de Jujuy, repudiamos las declaraciones vertidas por la Secretaria de 

Pueblos Indígenas de la Provincia Yolanda Cruz en el diario digital Jujuy al día con 

fecha del 15 de enero del año 2021.  

 

En la publicación del citado medio, se afirma que la dirigente social Milagro 

Sala “nunca perteneció a una comunidad indígena”,  argumentado para ello que no fue 

censada y que tampoco “ejerció como autoridad tradicional de comunidad indígena 

alguna, ni lideró una organización aborigen de Jujuy”.  

 

En primer lugar consideramos equivocado y políticamente tendencioso 

establecer como criterio de pertenencia o no a una comunidad originaria, el hecho de 

figurar formalmente registrada o registrado (con nombre y apellido) dentro de una 

comunidad en particular. En este sentido resulta necesario recordarle a la funcionaria 

Yolanda Cruz y a todos los responsables políticos del actual gobierno provincial, que 

los pueblos originarios que han habitado y habitan actualmente el territorio de la 

provincia, son pre-existentes al establecimiento de los Estados-Nación modernos, y por 

ende han existido y existen independientemente de la puesta en práctica de cualquier 

instrumento de registro poblacional como, por ejemplo,  los censos nacionales y/o 

provinciales.  

 

En segundo lugar, las argumentaciones de la funcionaria en cuestión, ponen en 

evidencia su pretensión de erigirse (bajo el respaldo del gobierno actual), como la única 

“voz indígena y autóctona autorizada” para definir y diferenciar un supuesto liderazgo 

“tradicional-ancestral”, de aquello que se nos describe como lo falso o “no-

auténticamente indígena”. Lamentablemente, esto último constituye un claro ejemplo de 

colonialidad política e intelectual, lo que se traduce en la práctica en actos de 

discriminación negativa entre aquellos “grupos indígenas” que figuran registrados en la 

administración estatal de turno, frente a quienes se sienten parte de múltiples 

adscripciones étnicas originarias y no han sido consideradas o censadas como tales, 

emulando así un razonamiento de poder característico del siglo XVIII.     

 

Por último, resulta propicia la ocasión para recordar que, tal y como ya ha sido 

extensamente debatido por múltiples organizaciones indigenista y profesionales de la 

antropología en países latinoamericanos, bajo determinadas circunstancias históricas, 

políticas y económicas, el hecho de dirigir una Institución estatal de Pueblos Indígenas, 

no excluye la posibilidad de formar parte del engranaje de poder construido en pos de 

un colonialismo interno descarnado;  justificando y legitimando así, desde una 

“supuesta indianidad pura y estatal”, las múltiples e históricas desigualdades que 

sufrimos quienes vivimos en la provincia, pertenezcamos o no a una comunidad 

indígena registrada formalmente por el Estado.  


